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CONTROL MATERIAL DE LA ACUSACIÓN EN EL PROCESO PENAL MILITAR Y POLICIAL DISPUESTO 

EN LA LEY 1407 DE 2010 

RESUMEN 

La Ley Procesal Penal Militar contiene un control material de la acusación (Art. 479 Ley 

1407 de 2010), lo anterior es novedoso si se compara con el control formal vigente en la Ley 906 

de 2004. Esta nueva realidad procesal genera implicaciones jurídicas que necesitan ser analizadas, 

para tal fin, en el presente trabajo inicialmente se realiza un recorrido histórico por lo que significa 

y ha significado en la realidad nacional este escenario procesal, posteriormente se verificaran las 

implicaciones jurídicas internas y desde el derecho comparado; para finalmente, revisar lo que 

podría significar el control material de la acusación en el sistema penal acusatorio por 

implementar en la jurisdicción especializada. Todo lo anterior con el fin de verificar cuál de las dos 

formas previstas por el legislador para adelantar una misma diligencia se adecua de mejor manera 

a los estándares internacionales de administración de justicia.  

ABSTRAC 

The Military Criminal Procedure Act contains material control of the indictment (Art. 479 

Law 1407 of 2010), the above is novel when compared to the formal control in force in Law 906 of 

2004. This new procedural reality creates legal implications that need to be analyzed, for this 

purpose, in this work initially a historical journey is made so that it means and has meant in 

national reality this procedural scenario, the internal legal implications and from comparative law 

will subsequently be verified; to finally review what material control of the indictment might mean 

in the criminal indictment system for implementing in specialized jurisdiction. All of the above in 

order to verify which of the two ways envisaged by the legislator to advance the same diligence 

best suits international standards of administration of justice. 

Palabras Clave: Audiencia de acusación, Control material, control formal, debido proceso, juez de 

garantías.  

Keywords: Indictment hearing, Material control, formal control, due process, guarantee judge. 
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INTRODUCCIÓN 

La Corte Suprema de Justicia Sala Penal, ha señalado que los rasgos esenciales del sistema 

penal acusatorio corresponden al ejercicio y mantenimiento de la acusación por un órgano distinto 

al juez, la delimitación del proceso en fases de investigación y juzgamiento conferida a organismos 

diferentes, con el fin de evitar un prejuzgamiento por parte del juez sentenciador, y la relativa 

vinculación del tribunal a las pretensiones de las partes (Corte Suprema de Justicia. Casación Sala 

Penal 45594, 2016). 

En ese contexto, el control de la acusación no puede ser material en la medida que 

contamina al juez del asunto por cuanto genera prejuzgamientos (Urbano, 2013), situación que 

desnaturaliza el proceso judicial con tendencia acusatoria donde la acusación pertenece de 

manera exclusiva a la fiscalía como representante del Estado, por cuanto a través de sus 

actuaciones se materializa el ius puniedi.  

Desde esa perspectiva, el legislador en uso de su potestad de configuración legislativa 

determinó que la audiencia de acusación debería estar a cargo del Juez de Conocimiento, 

funcionario encargado de emitir la sentencia condenatoria o absolutoria según el caso (Art. 336 

Ley 906 de 2004), a partir de dicho mandato, se instituyó en la jurisdicción ordinaria un control 

eminentemente formal para dicha actuación. 

Este control formal implica una verificación objetiva de los presupuestos consignados en la 

norma para dicho acto procesal, mismos que le atañen indiscutiblemente a la fiscalía y que el juez 

solo puede refrendar si se ajusta a los requisitos señalados por la ley y el precedente, parte de la 

exigencia que rechaza cualquier posibilidad de control material, tesis que, “se funda en la 

consideración de que la acusación es un acto de parte, que  repele esta clase de controles, y que 

una injerencia de esta índole es además  incompatible con el papel imparcial que debe cumplir el 

juez en el sistema acusatorio” (Corte Suprema de justicia. Casación Sala Penal 39886, 2013)     

Esta realidad jurídica gobierna el proceso penal de la justificación ordinaria, lo cual ha 

generado algunos problemas de cara a las garantías mínimas para los intervinientes en la causa 

penal (Buitrago, La acusación en Colombia, 2011), por cuanto en el proceso penal colombiano no 

se previó que la acusación tuviera controles, distintos a los que se plantean en la audiencia de 

formulación de la acusación, que están dirigidos al saneamiento del juicio solo a la verificación de 

la existencia de unos contenidos, pero de ninguna manera a discutir la validez o el alcance de la 
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acusación en lo sustancial, o sus aspectos de fondo (Corte Suprema de justicia. Casación Sala Penal 

38256, 2012) .   

Realidad distinta que se advierte en el proceso penal militar (Ley 1407 de 2010), en donde 

el legislador determinó que la audiencia de formulación de acusación se hiciera ante un juez 

distinto; para el caso, Juez Penal Militar y Policial con Función de Control de Garantías (Art. 479), 

cambio procedimental que implica un control distinto al que se dispuso en la misma actuación 

para el proceso adelantado en la jurisdicción ordinaria. 

De lo anterior surge el objetivo de la argumentación, orientado a analizar las implicaciones 

jurídicas desde la perspectiva constitucional que tiene el control material de la acusación en la 

justicia penal militar, en comparación con el control formal vigente en la Ley 906 de 2004. 

Para el cumplimiento de lo anterior, el trabajo consta de tres apartados, en el primero, se 

hace un recorrido histórico por la institución de la acusación en el proceso penal colombiano y se 

verifica el contenido normativo que se erige desde su evolución. En el segundo, se trata el 

concepto de control material y formal, una mirada doctrinal y jurisprudencial a esta institución, 

que involucra incluso una revisión desde la perspectiva comparada de lo que ocurre en países 

como Perú, Chile y Costa Rica con esta figura. 

Finalmente, se hace una comparación de las implicaciones prácticas que pueden tener en 

un sistema como el penal militar la adopción del control material como requisito normativo, de 

cara al derecho fundamental a un juicio justo, una mirada comparada con lo que acontece en la 

realidad judicial de la justicia ordinaria Ley 906 de 2004. 

Todo lo anterior desde una mirada comparada del proceso penal militar que está próximo 

a ser implementado en la jurisdicción especializada y que trae algunos aspectos que lo diferencian 

de lo que acontece en la justica ordinara, en especial, en lo atinente a la audiencia de formulación 

de acusación que se desarrolla ante un funcionario distinto al que emite la sentencia que pone fin 

al caso, funcionario constitucional que tiene como función primigenia un control material de la 

actuación del fiscal penal militar. 

Contexto del Problema 

El trámite dispuesto para la audiencia de formulación de acusación difiere en dos aspectos 

sustanciales en cuanto a lo que acontece en la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, 
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en la primera, el fiscal debe radicar el escrito y sustentarlo ante el juez de conocimiento, lo que 

implica por regla general  no pude controlar materialmente la acusación del fiscal, “pero 

excepcionalmente debe hacerlo frente a actuaciones que de manera grosera y arbitraria 

comprometan las garantías fundamentales de las partes o intervinientes” (Casación Sala Penal 

9853, 2014)   

A su turno, en la jurisdicción penal militar esta actuación según la reforma introducida en 

la Ley 1765 de 2015 se debe realizar ante el Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías, 

cuando de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente 

obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que la conducta delictiva existió y que el 

imputado es su autor o partícipe (art. 479), desde esa perspectiva, una forma distinta de adelantar 

la actuación se erige desde el proceso penal militar y sus implicaciones deben ser estudiadas. 

Descripción del problema 

El problema presente en la investigación está orientado a verificar el contenido y alcance 

del control material en la ley penal militar y la necesaria comparación de esta institución con la 

justicia ordinara, con el fin de verificar si esa nueva forma de adelantar la diligencia ante un 

funcionario diferente y con un control más estricto, en qué medida beneficia a las partes e 

intervinientes en la actuación penal. 

Así mismo, como lo opuesto, es decir un control eminentemente formal puede ir contravía 

de lo que se considera un juicio justo, independiente e imparcial, en la medida en que un 

conocimiento más allá de lo ventilado en el juicio oral puede contaminar y predisponer las 

decisiones que se ha de tomar en la audiencia respectiva. Bajo esa premisa, resulta relevante 

hacer un estudio de esta institución en la realidad procesal contemporánea, conocer su alcance y 

evidenciar las implicaciones que esta audiencia tiene en cada uno de los procesos penales que hoy 

por hoy confluyen en la realidad judicial colombiana. 

Pregunta de investigación 

Partiendo de lo ya señalado surge como eje central de la investigación la siguiente 

pregunta problematizadora: 
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¿Cuáles son las implicaciones jurídicas desde la perspectiva constitucional que tiene el 

control material de la acusación en la justicia penal militar, en comparación con el control formal 

vigente en la Ley 906 de 2004? 

Justificación  

Con esta investigación se pretendió estudiar el control material y formal de la acusación 

una mirada comparada entre la justicia penal militar y la jurisdicción ordinara, con el fin de 

verificar cuál de las dos formas previstas por el legislador para adelantar una misma diligencia se 

adecua de mejor manera a los estándares internacionales de administración de justicia en especial 

en lo que se ha concebido y desarrollado como el derecho a un juicio justo.   

La necesidad de estudios sobre el tema es lo que sustentó el presente trabajo, además de 

proporcionar a la comunidad académica en general y en especial a los operadores jurídicos, 

herramientas necesarias a la hora de entender lo que conlleva el control material de la acusación 

en el proceso penal militar próximo a ser implementado en la ciudad de Bogotá de acuerdo con la 

primera fase prevista en el Decreto 1575 del 28 de septiembre de 2017 emanado pro la 

Presidencia de la República. 

La pertinencia de esta investigación y el impacto que se buscó con la misma está orientado 

a estudiar la audiencia de formulación de acusación en los dos sistemas procesales (ordinario y 

miliar), lo anterior, en aras de entender desde la perspectiva de las partes e intervinientes que 

implicaciones tiene desarrollar en cada uno de los esquemas procesados citados el debate de cara 

a establecer con probabilidad de verdad la autoría o participación en un asunto en concreto. 

El presente trabajo es importante para la comunidad académica en general, porque 

pretendió evidenciar en el contexto procesal cual va a ser el papel del juez de garantías en el 

esquema desarrollado por la Ley 1407 de 2010, la forma en la cual debe desarrollar el control 

material en contraposición a lo que hoy por hoy se evidencia diariamente en el esquema procesal 

que desarrolla la Ley 906 de 2004. 

Objetivos de la Investigación  

Caracterizar las implicaciones jurídicas desde la perspectiva constitucional que tiene el 

control material de la acusación en la justicia penal militar, en comparación con el control formal 

vigente en la Ley 906 de 2004. 
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Objetivos Específicos  

 Identificar desde la perspectiva histórica el contenido y alcance de la audiencia de formulación 

de acusación, marco normativo y precedente jurisprudencial en un sistema jurídico procesal 

con tendencia acusatoria como el colombiano. 

 Delimitar el concepto de control material y formal, desde la perspectiva doctrinal, 

jurisprudencial y comparada, partiendo de lo que ocurre en países como Perú, Chile, México y 

Costa Rica con esta figura. 

 Efectuar una comparación de las implicaciones prácticas que pueden tener en un sistema 

como el penal militar la adopción del control material como requisito normativo, de cara al 

derecho fundamental a un juicio justo. 

Metodología de la investigación  

El análisis que se llevó a cabo por medio de la investigación que hoy nos ocupa, tiene como 

método principal el tipo cualitativo, el cual facilitó el desarrollo de cada uno de los objetivos 

propuestos en esta investigación, determinando cuáles son las implicaciones jurídicas desde la 

perspectiva constitucional que tiene el control material de la acusación en la justicia penal militar, 

en comparación con el control formal vigente en la Ley 906 de 2004.  

EL presente trabajo emplea una metodología como ya se expresó de tipo cualitativo, cuyo 

desarrollo seguirá la propuesta de Eumelia Galeano.  

De acuerdo con la propuesta de (Galeano, 2004), la ruta metodológica que se siguió para 

alcanzar los objetivos propuestos comprendió tres momentos: exploratorio, focalización y 

profundización.  

Momento de exploración: En este primer momento, se procedió a la búsqueda y 

recopilación de fuentes de información en orden cronológico como libros, artículos de revista, 

investigaciones, jurisprudencia, elementos todos que corresponden a la fuente primaria de 

información directamente relacionada con el tema de estudio. 

Lo anterior permitió en el desarrollo de la argumentación, identificar los criterios 

existentes en torno a la audiencia de formulación de acusación, su contenido jurídico normativo y 

las implicaciones que en cada sistema procesal puede tener el control material y formal 

desarrollado por el legislador y matizado por la jurisprudencia de los órganos colegiados. 
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Asimismo, se efectuó una búsqueda en esta fase, con el fin de hacer un rastreo sobre propuestas 

doctrinales que se hayan elaborado con relación a la problemática que se propone en esta 

investigación. Esta revisión documental fue sistematizada mediante la técnica de fichas (en Word) 

con descriptores y términos, conceptos, citas y datos textuales.  

Momento de focalización: Construido el sistema de categorías, se definieron las posibles 

hipótesis arrojadas a través de los mecanismos empleados para sintetizar las circunstancias en las 

cuales se ha considerado existe control formal y material de la acusación, la importancia de esa 

actuación en el contexto contemporáneo y las vicisitudes ventiladas en torno a la necesidad de 

realizar un análisis comparativo de dos sistemas procesales que de manera coetánea 

administrarán justicia a partir del próximo año.  

Momento de profundización: En este tercer y último momento, se concluyó el ciclo 

investigativo, dado que será llevado a la comprensión la construcción sobre el objeto de estudio. 

En este momento el plan operativo permitirá construir el argumento pretendido, destacando la 

importancia del control material de la acusación, su aplicación partiendo de la presencia del juez 

control de garantías y la nueva forma de relacionamiento que se introduce en la ley militar desde 

la construcción normativa de la ley 1765 de 2015. 

1. LA ACUSACIÓN EN COLOMBIA UNA MIRADA RETROSPECTIVA Y ACTUAL 

La acusación es una etapa procesal que por tradición y voluntad del legislador le 

corresponde al fiscal, consiste en presentar formalmente los cargos imputados en precedencia, 

cuando existan serios indicios basados en pruebas de que una persona es autor o participe en una 

conducta criminal (Urbano, 2013). 

Frente a esta diligencia, en la actualidad no existe control, de manera pacífica se ha 

reconocido por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia esta afirmación, órgano colegiado 

donde se ha señalado que la acusación: 

(…) no puede ser cuestionada por el juez [...] la Fiscalía tiene asignada una titularidad de la 
acción penal, y en su condición de parte tiene unas obligaciones y responsabilidades que 
debe cumplir a partir del uso de una serie de facultades investigativas ejercidas de manera 
autónoma y responsable [...] el ejercicio de la acción penal es propio de la Fiscalía general 
de la nación y la acusación como acto de parte ni tiene control judicial, ni en su confección 
participa el juez sugiriendo o señalando los delitos por los que procede, en tanto que 
depende exclusivamente de la investigación la cual es controlada por el fiscal (Corte 
Suprema de justicia. Casación Sala Penal 31538, 2009). 
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Lo que fuera modificado por el Legislador en la Ley 1765 de 2015, en donde asignó esta 

función que en la Ley 906 de 2004, incluso, en el origen mismo de la ley 1407 de 2010 le 

correspondía al juez de conocimiento, al juez penal militar y policial con función de control de 

garantías, premisa esencial que se muestra como una novedosa reforma procesal que propone un 

nuevo relacionamiento con las partes y una exigencia especial para el fiscal que ahora debe 

sustentar su acusación ante un juez distinto de aquel que proferirá la sentencia si el proceso llega 

a dicha etapa de corte marcial. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que la acusación ha sido considerada,es el procedimiento 

por medio del cual se concreta la función de acusación atribuida a la Fiscalía, es un acto dispositivo 

mediante el cual el ente acusador materializa la acción penal ante el Juez de Conocimiento, 

cuando exista probabilidad de verdad con base en los elementos materiales probatorios, evidencia 

física o información legalmente obtenida acerca de la existencia de la conducta delictiva 

investigada y de la responsabilidad que se pueda atribuir al imputado (Buitrago, La Reforma 

Procesal Penal en Colombia Ley 906 de 2004, 2004). 

Audiencia frente a la cual en la actualidad solo existe un control formal, entendido este 

como la constatación jurisdiccional de la acusación efectuada por parte de la fiscalía en un sistema 

adversarial, con el fin de verificar si el contenido y alcance de esta se ajusta a los requisitos 

desarrollados por la ley y la jurisprudencia para tal acto procesal (Bernate, 2005). 

Concepto que cambia en situaciones excepcionales (Corte Suprema de Justicia. Casación Sala 

Penal 45594, 2016), llegando el control material que constituye el acto de verificación 

constitucional del contenido y alcance del escrito y sustentación de la acusación presentado por el 

ente acusador ante un funcionario independiente al fallador de instancia (Juarez A. , 2014). 

Este instituto, en la ley penal militar ha cambiado según el escenario procesal planteado 

por el legislador y la coyuntura social que permitió la construcción de las normas de contenido 

procedimental, bajo esa premisa a continuación se efectuara una mirada de la forma como se 

reguló esta etapa procesal en dos sistemas jurídicos precedentes a la actual Ley 1407 de 2010, 

reformada por la Ley 1765 de 2015, de manera específica: Decreto 2550 de 1988 y la Ley 522 de 

1999. 
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1.1.  La acusación en el Decreto 2550 de 1988 

A partir de la entrada en vigor de la constitución de 1886, que sobrevivió por más de un 

siglo, comienza a estructurarse cambios significativos en la justicia castrense, especialmente en 

cuanto al fuero militar el cual a partir del articulo 170 fue elevado a rango constitucional, en dicha 

codificación consagraba: 

Artículo 170. De los delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación con el 
mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares con arreglo a las 
prescripciones del Código Penal Militar. 

Durante la vigencia de la constitución de 1886, la justicia militar no fue solo concebida para 

sancionar a los militares que quebrantaran la ley, se convirtió en algunos casos en instrumento de 

represión que algunos gobiernos en el siglo pasado pretendían utilizar, con el fin de controlar a sus 

detractores y a aquellos delincuentes que atacaban las instituciones establecidas, a través de 

juicios que se suscitaban en muchas ocasiones en los cuarteles. 

Con fundamento en el artículo 121 de la Constitución Política de 1886, se derogó el código 

de 1958 y se creó el Decreto Ley 2550 de 1988, Código Penal Militar que incluso estuvo vigente 

después de la Constitución de 1991, con influencia dogmática de la escuela clásica, que recogía 

algunos postulados que fueron derogados con la entrada en vigencia de la nueva Carta Magna y su 

modelo de Estado, novedades jurisprudenciales que permitieron incluir la defensa técnica a través 

de profesionales del derecho, la participación de la víctima y la interpretación y alcance del 

concepto relación con el servicio, ajustando el contenido dogmático a las nuevas exigencias que 

trae la constitucionalización de las normas punitivas, de lo cual no podía quedar ajeno el derecho 

penal militar (Camelo, 2006). 

En este esquema procesal de fundamento inquisitivo de acuerdo a Rodríguez (1984), la 

actuación se dividía en dos etapas: la instrucción a cargo del juez de instrucción penal militar (Art. 

557) y el Consejo de Guerra que era dirigido por el Juez de Primera Instancia (Art. 652), actividad 

delegada al comandante militar o policial que tenía injerencia o mando directo sobre la 

comunidad militar o territorial donde sucedieron los hechos, preservando el principio de jerarquía 

según el cual ningún militar o miembro de la Policía podrá juzgar a un superior o a otro más 

antiguo (Art. 292). 



12 
 

En este sistema procesal, la imputación se hacía en diligencia de indagatoria (Art. 595) por 

parte del juez de instrucción y perfeccionada la investigación se enviaba directamente al juez de 

primera instancia para que convocara el consejo verbal de guerra (Art. 653). 

Este funcionario militar o policial, emitía la convocatoria al consejo verbal de guerra cuando 

en el proceso estuviera demostrado el delito y exista por lo menos una declaración de testigo que 

ofrezca serios motivos de credibilidad o indicios graves que establezcan la responsabilidad del 

procesado como autor o partícipe (Art. 654), resolución que contenía como mínimo lo siguiente 

(Art. 686): 

La narración sucinta de los hechos.  
Identidad de los procesados.  
Breve análisis de las pruebas que establezcan el hecho punible y las que sirvan de 
fundamento de la imputación al procesado.  
La calificación jurídica provisional, señalando el capítulo del título respectivo de la ley penal 
correspondiente. 
La designación del asesor jurídico y del secretario.       

 
Actuación a todas luces equivalente a la audiencia de formulación de acusación como se 

conoce en la actualidad, con la diferencia propia del sistema inquisitivo; según el cual, el mismo 

juez que condena es el que está llamado a ejercitar la acción, desventaja clara para la parte que va 

ser juzgada por aquello de la contaminación y el prejuzgamiento (Alvarado, 2015). 

1.2.  La acusación en la Ley 522 de 1999 

Después de la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991, grandes cambios 

tuvieron lugar en todos los aparatos del Estado colombiano, se puso a tono la legislación dentro 

del nuevo contexto mundial y la forma de interpretar los fenómenos sociales, acomodando las 

estructuras jurídico-normativas al modelo de un Estado social y democrático de derecho (Arias, 

2015). 

Bajo ese contexto, la judicatura y en especial la justicia penal militar, (la cual en el nuevo 

articulado constitucional continuó dependiendo del poder ejecutivo), tuvo sendas 

transformaciones incluidas por vía jurisprudencial, a partir de decisiones incoadas en la nueva 

Corte Constitucional, que al admitir y revisar demandas impetradas en contra del articulado del 

Decreto 2550 de 1988, declaró inexequibles algunos contenidos procesales, los cuales de cara al 

nuevo modelo de Estado, eran contrarios a los lineamientos y postulados de la Carta Magna 

reformada (Corte Constitucional. Sentencia C358, 1997) . 



13 
 

Todas esas transformaciones por vía jurisprudencial, la inclusión de nuevos postulados 

dogmáticos, el modelo de Estado y la necesidad de independizar del mando el ejercicio de la labor 

judicial, dieron lugar a la creación de un nuevo código penal militar, que entró a derogar y 

reformar la normatividad vigente desde 1988 (Dulce C. , 2018). 

Es así como nace a la vida jurídica un nuevo código penal militar Ley 522 de 1999, que 

entró en vigencia el 12 de agosto de 2000, con un aporte esencial a la hora de desligar las 

funciones de comando de la labor judicial, la creación mediante el Decreto 1512 de 2000 de la 

Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar, como órgano encargado de proveer o 

complementar las políticas, ejecutar los planes, programas y decisiones adoptadas por el Ministro 

de defensa en materia de Justicia penal Militar. 

Asimismo, la obligatoriedad de que el juez de conocimiento, es decir el encargado de 

proferir las sentencias debía ser abogado titulado y contar con los mismos requisitos y calidades 

exigidas para aquel funcionario que administra justicia en la jurisdicción ordinaria (Camelo, 2006). 

Esta reforma legislativa, permitió dividir las funciones de investigación, calificación, 

acusación y juzgamiento, logrando dar los primeros avances hacia un sistema de corte acusatorio, 

permitiendo la creación de funcionarios que conservan la misma categoría jurisdiccional por 

cuando hacen parte de la primera instancia, con funciones particulares (Bolivar, 2004).  

Se crea el Fiscal Penal Militar (Art. 292), y se concibe como aquel funcionario encargado de 

hacer la revisión primaria de la investigación, con la posibilidad incluso de devolver el asunto al 

Juez de Instrucción (Art. 553), cuando considere que existe alguna prueba por practicar, o cuando 

existe alguna falencia procedimental que afectan las garantías de los intervinientes, actuando 

frente a la calificación, acusación o archivo, si de los elementos de prueba existentes en el 

expediente surge dicha posibilidad, por lo cual, en el primer evento envía el proceso ante el Juez 

de Instancia el cual por obligación constitucional debe ser un militar o policía en servicio activo o 

en uso de buen retiro, quien se constituye en Presidente de la Corte Marcial y emite la sentencia 

condenatoria o absolutoria según el caso (Bolivar, 2004). 

Desde esa perspectiva, este fiscal penal militar, dictará resolución de acusación, cuando 

esté demostrada la ocurrencia del hecho, su tipicidad y, además, exista confesión, testimonio que 

ofrezca serios motivos de credibilidad, indicios graves, documento, peritación o cualquier otro 
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medio probatorio que comprometa la responsabilidad del procesado, como autor o partícipe del 

hecho criminal (Art. 556). 

Esta acusación, de conformidad con lo señalado en la Ley 522 de 1999 debe contener los 

siguientes elementos: 

1. La narración sucinta de los hechos investigados, con la especificación de todas las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar.   

2. La indicación y evaluación de las pruebas allegadas a la investigación.   
3. Las razones por las cuales comparte o no los alegatos de las partes.   
4. La calificación jurídica en que fundamenta su acusación, con señalamiento expreso del 

delito o delitos y de sus circunstancias específicas.    
 

Una vez en firme la resolución de acusación, el proceso se envía el juez de instancia quien 

efectúa un control de legalidad, (control formal), iniciando desde ese momento el juicio de corte 

marcial, realidad procesal aún vigente en la justicia penal militar, jurisdicción que espera un 

cambio sustancial en la forma de administrar justicia mediante la implementación del sistema 

penal acusatorio implantado por la Ley 1407 de 2010. 

1.3.  Marco normativo de la acusación  

En la actualidad en Colombia confluyen cuatro jurisdicciones, ordinaria, penal militar, 

indígena y especial para la paz, cada una de ellas partiendo de un destinatario especial situación 

que materializa el derecho al juez natural. El derecho al juez natural es considerado como un 

derecho humano tanto en el contexto nacional como internacional (Rodríguez, 1984), está 

contemplado en el artículo 29 Constitucional, y comporta un elemento esencial del debido 

proceso, ya que implica el conocimiento del caso por el tribunal competente de acuerdo con las 

formas propias de cada juicio. En palabras de la Corte Constitucional: 

El principio del juez natural es una garantía de la libertad de los ciudadanos.  Con 

fundamento en tal principio, ninguna persona puede ser juzgada si no es por el juez 

preconstituido por la ley, esto es, el juez establecido con anterioridad a aquel particular 

juzgamiento y, lógicamente, se requiere que ese juez sea competente para juzgar ese 

hecho, competencia que le ha sido dada por una ley anterior al juicio mismo (Corte 

Constitucional. Sentencia C 1064, 2002). 

Partiendo de esa premisa, según la calidad del individuo que comete la conducta objeto de 

investigación la ley prevé un tribunal competente, teniendo en cuenta la premisa del juez 

ordinario o general y el juez extraordinario o especial (Orozco & Suarez, 2015). 



15 
 

En ese contexto, la justicia ordinaria tiene su sustento en el artículo 116 Constitucional y en 

el 250 de la Carta Magna, esta última norma, regula la actuación de la Fiscalía General de la 

Nación, en esencia en el numeral tercero señala como deber en ejercicio de sus funciones el: 

3. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un 
juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas 
las garantías. 

Partiendo de esa premisa, tiene la obligación de formular acusación cuando los hechos 

jurídicamente relevantes del caso se infieran con probabilidad de verdad la autoría o participación 

del individuo, dicha actuación se desarrolla en la audiencia respectiva, la cual está desarrollada en 

a la Ley 906 de 2004. 

En materia penal militar el sustento se encuentra en el artículo 116 y 221 constitucional, 

norma que materializa el concepto del fuero militar que es concebido como una prerrogativa: 

(…) en virtud de la cual los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional en 
servicio activo no son investigados y juzgados por los fiscales y jueces a los cuales están 
sometidos la generalidad de los ciudadanos, sino por jueces y tribunales militares, con 
arreglo al Código y leyes penales militares, en aquellos eventos en los que incurren en 
conductas punibles al ejecutar o desarrollar sus funciones legales y constitucionales” (Corte 
Constitucional. Sentencia C -084, 2016). 

En ese sentido, el fuero supone un trato diferencial para los miembros de la fuerza pública, 

que en el ejercicio de sus funciones cometen conductas punibles, una excepción a la aplicación del 

juez natural ordinario, comporta la necesidad de investigación y juzgamiento por sus pares, en 

atención a la especial función que cumplen y particular misión que desarrollan, en procura de 

garantizar la paz y tranquilidad de los ciudadanos del pueblo colombiano.  

Partiendo de esa premisa, el Fiscal Penal Militar y Policial radica en virtud de lo señalado en 

la ley 1407 de 2010 el escrito de acusación y lo sustenta ante el Juez Control de Garantías, a fin de 

controlar la acusación, atendiendo o rechazando las observaciones que hagan contra ella los otros 

sujetos procesales, los medios de defensa técnica que planteen, la aplicación de algún criterio de 

oportunidad que soliciten, el pedido de sobreseimiento que introduzcan, la imposición de 

revocatoria de medidas de coerción que propongan, la actuación de prueba anticipada que 

requieran y la admisión de medios de prueba ofrecidos, incluidas las convenciones probatorias 

(Principe, 2009). 



16 
 

El siguiente cuadro permite hacer una diferenciación entre los contenidos normativos de la 

Ley 1407 de 2010 (código penal militar) y la Ley 906 de 2004 (código procesal ordinario): 

LEY 1407 DE 2010 LEY 906 DE 2004 

Artículo 479. Presentación de la acusación. El 
Fiscal Penal Militar y Policial Delegado 
presentará el escrito de acusación ante el Juez 
Penal Militar y Policial de Control de 
Garantías, cuando de los elementos 
materiales probatorios, evidencia física o 
información legalmente obtenida, se pueda 
afirmar, con probabilidad de verdad, que la 
conducta delictiva existió y que el imputado es 
su autor o partícipe. 

Artículo 336. Presentación de la acusación. El 
fiscal presentará el escrito de acusación ante 
el juez competente para adelantar el juicio 
cuando de los elementos materiales 
probatorios, evidencia física o información 
legalmente obtenida, se pueda afirmar, con 
probabilidad de verdad, que la conducta 
delictiva existió y que el imputado es su autor 
o partícipe. 

Artículo 482. Trámite Abierta por el Juez 
Penal Militar y Policial de Control de 
Garantías la audiencia de acusación ordenará 
el traslado del escrito de acusación a las partes 
y concederá la palabra en su orden a la 
Fiscalía, al Ministerio Público y a la Defensa, 
para que expresen oralmente las causales de 
nulidad si las hubiere y efectúen las 
observaciones sobre el escrito de acusación, 
tanto de orden formal como material. 

Finalizada la audiencia de formulación de 
acusación, el Juez Penal Militar y Policial de 
Control de Garantías resolverá todas las 
cuestiones planteadas y admitirá la acusación 
si considera que se cumplen las exigencias 
probatorias a que alude el artículo 479 de esta 
ley, decisión contra la cual procede el recurso 
de apelación. 

Agotado lo anterior, el Juez Penal Militar y 
Policial de Control de Garantías dispondrá la 
remisión de todo lo actuado al Juez Penal 
Militar y Policial de Conocimiento o de 
Conocimiento Especializado. 

Artículo 339. Trámite. Abierta por el juez la 
audiencia, ordenará el traslado del escrito de 
acusación a las demás partes; concederá la 
palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y 
defensa para que expresen oralmente las 
causales de incompetencia, impedimentos, 
recusaciones, nulidades, si las hubiere, y las 
observaciones sobre el escrito de acusación, si 
no reúne los requisitos establecidos en el 
artículo 337, para que el fiscal lo aclare, 
adicione o corrija de inmediato. 
 
Resuelto lo anterior concederá la palabra al 
fiscal para que formule la correspondiente 
acusación. 
 
El juez deberá presidir toda la audiencia y se 
requerirá para su validez la presencia del 
fiscal, del abogado defensor y del acusado 
privado de la libertad, a menos que no desee 
hacerlo o sea renuente a su traslado. 
 
También podrán concurrir el acusado no 
privado de la libertad y los demás 
intervinientes sin que su ausencia afecte la 
validez. 

Cuadro No 1. (Arciniegas, 2020) 

Notables diferencias que serán el sustento mismo de la argumentación, orientada a 

determinar la implicación de lo que representa en un proceso y en otro la existencia o no del 
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control material, a presencia del juez de garantías en un proceso y la actuación del juez de 

conocimiento en otro. 

1.4.  Exposición de motivos de la Ley 1765 de 2015 

Cuando nace a la vida jurídica la Ley 1407 de 2010, quedaron pendientes por regulación 

algunos aspectos cuyo desarrollo necesitaba de otra ley orgánica. Los requisitos de carrera, la 

nueva Fiscalía Penal Militar y Policial sin funciones jurisdiccionales, el Cuerpo Técnico de 

Investigaciones de la Justicia Penal Militar y Policial, la trasformación de la Dirección Ejecutiva en 

una Unidad Administrativa Especial y algunos ajustes normativos en torno a la transformación y 

descongestión de la justicia especializada salen a la luz con la nueva ley 1765 de 2015 (Echeverry & 

Pardo, 2019). 

Dentro de esos ajustes, se encuentra el desarrollo de la audiencia de formulación de 

acusación en cabeza de un juez distinto del que aparece en la jurisdicción ordinaria, como se ha 

venido señalando, el juez penal militar y policial con función de control de garantías, modificación 

que aparece sustentada en la exposición de motivos de la siguiente manera: 

Se considera así mismo imprescindible, la inclusión de una serie de normas orientadas a 
lograr el enlace de las fases estructurales del proceso, estableciéndose en el Sistema Penal 
Acusatorio de la Justicia Penal Militar o Policial, la denominada “etapa intermedia de la 
acusación”, ubicada como es apenas lógico, entre la investigación y el juicio, fase ésta 
consagrada en todas las legislaciones contemporáneas y con marcado énfasis en los 
ordenamientos de varios países de América Latina, tales como Chile, Venezuela, Ecuador, 
Perú, Argentina, Panamá, República Dominicana, Paraguay y Uruguay, entre otros (República 
de Colombia. Gaceta del Congreso, 2013, pág. 32).  

Fase intermedia en la cual el Fiscal Penal Militar previa radicación del escrito deberá 

formular la respectiva acusación y donde las partes presentarán las observaciones de índole 

formal, lo que implica la verificación de los requisitos normativos establecidos en el artículo 480 de 

la Ley 1407 de 2010, y donde se incluye además el eje central de la argumentación pretendida, el 

control material de la acusación, es decir, una constatación profunda de aspectos propios de la 

función del fiscal en torno a su actividad como dueño de la acción y representante estatal del ius 

puniendi.  

Nueva estructura justificada adicionalmente para evitar “la contaminación del juez del 

conocimiento y los consiguientes prejuicios sobre el caso, como sucede con inusitada frecuencia 

en la justicia ordinaria” (República de Colombia. Gaceta del Congreso, 2013, pág. 32), critica visible 
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en la exposición de motivos que va en la misma dirección del reconocimiento de la imparcialidad 

del juez como garantía ineludible de un debido proceso, en palabras de Chunga (2014): 

La imparcialidad del juez se manifiesta como una expresión del derecho humano al debido 
proceso. Y desde esa perspectiva, son los instrumentos jurídicos y los tribunales 
supranacionales los que han reconocido que la imparcialidad jurisdiccional se enuncia como 
exigencia derivada del debido proceso con el ánimo de asegurar la mayor objetividad 
posible frente al caso que se pone a disposición para el juzgamiento (Chunga, 2014, pág. 4). 

 Planteamiento que además esta soportado en lo que la Corte Constitucional ha 

desarrollado frente al control sustancial de la acusación por parte del juez del asunto, en ese 

sentido, “el Control que debe hacer el Juez de la actuación del Fiscal, es no solamente formal sino 

también sustancial, porque las garantías son sustanciales, es decir de la esencia de la persona” 

(Corte Constitucional. Sentencia C1092, 2003), una garantía adicional para las partes, que evita la 

contaminación y el prejuicio y permite una constatación adecuada de la función del fiscal que 

tiene el poder Estatal a su disposición para el desarrollo de la actuación. 

Argumento desarrollado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la 

perspectiva del principio de proporcionalidad, en ese sentido, como se advierte en la exposición 

de motivos, el operador jurídico debe determinar si en el ejercicio mismo de la acción 

materializado a través de la acusación se reúnen los requisitos probatorios. En palabras de la Corte 

Constitucional: “Las hipótesis referentes a los falsos juicios de existencia, a los falsos juicios de 

identidad y a los errores jurídicos relativos a la aducción y valoración de la prueba, no son 

taxativos. En consecuencia, bien puede el juez realizar el control de legalidad, cuando se 

encuentre frente a errores ostensibles de otra naturaleza” (Corte Constitucional. Sentencia C1092, 

2003). 

Desde esa perspectiva, el juez de control de garantías, como quiera que no tendrá 

injerencia en la decisión finiquitoria del asunto puede efectuar observaciones de fondo respecto 

de temas relevantes de la acusación que involucran derechos y garantías de los intervinientes, por 

ejemplo, respecto de la adecuación típica, la existencia de agravantes o atenuantes, los 

dispositivos amplificadores del tipo, incluso, sobre la construcción clara y coherente de los hechos 

jurídicamente relevantes, cuya adecuación es indispensable y deriva de la tipicidad, antijuridicidad 

y culpabilidad. “Los hechos jurídicamente relevantes son los que corresponden al presupuesto 

fáctico previsto por el legislador en las respectivas normas penales” (Casación 44599/2017).  



19 
 

Argumento que se refuerza en los postulados de la Corte Suprema de Justicia, órgano 

colegiado que critica el papel del Fiscal en la acusación destacando algunos problemas como los 

siguientes: 

(ii) la falta de claridad en la hipótesis de hechos jurídicamente relevantes propuesta por la 
Fiscalía, impide delimitar el tema de prueba;  
(iii) en la audiencia de acusación se le proporciona información al Juez, que sólo debería 
conocer en el juicio oral, con apego al debido proceso probatorio;  
(iv) las audiencias de imputación y acusación se extienden innecesariamente, y suelen 
tornarse farragosas;  
(v) la falta de claridad de la imputación y la acusación puede privar al procesado de la 
posibilidad de ejercer adecuadamente su defensa; 
(vi) las omisiones en la imputación o la acusación pueden generar impunidad (Casación 
52311/2018) 

Lo cual se pretende superar en la justicia penal militar y policial con la inclusión del control 

material de la acusación a cargo del juez función de control de garantías. 

2. CONTROL MATERIAL Y FORMAL DE LA ACUSACIÓN, UNA MIRADA DOCTRINAL Y 

JURISPRUDENCIAL 

Es importante señalar, que por acusación se entiende el acto a través de cual la Fiscalía 

General de la Nación en ejercicio del ius puniendi, inculpa a una persona de ser autor o participe 

de una conducta constitutiva de delito (Saray, 2017), en palabras de la Sala Penal de la Corte 

Suprema de Justicia:  

La resolución de acusación constituye la pieza procesal en la que el Estado, a través de la 
fiscalía o de la Corte Suprema de Justicia, según el caso, presenta y delimita la imputación 
tanto fáctica como jurídica, para que el acusado conozca el marco conceptual en que se va a 
sustentar el juicio, y, por ende, pueda entrar a controvertirlos como ejercicio legítimo del 
derecho de defensa (Corte Suprema de Justicia. Casacion Penal. 21596, 2006).    

Partiendo de esa definición, se puede señalar que la acusación permite el inicio del juicio 

oral público y concentrado, a través de esta se materializa la acción de la fiscalía ante el juez 

competente, para Fernández (2010) es un acto de parte insustituible, “ya que si no hay acusación 

no podrá tramitarse el juicio; nemo judex sine acusattore”; definición que comparte Diez citado 

por Fernández (2010) al señalar que “es el documento que contiene las imputaciones del delito y 

que constituye el conjunto de alegaciones del ministerio fiscal, base para las alegaciones del 

acusado y la celebración de procedimientos posteriores, incluyendo el juicio” (Fernández, 2010, 

pág. 6). 

Según Orozco & Suarez (2015): 
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La acusación es una actuación que impulsa la fiscalía en su rol de parte en el proceso penal 
cuya labor le fue encomendada por la Constitución, originando de esta manera el proceso 
penal oral acusatorio, en su escrito formaliza las pretensiones del Estado de manera clara 
especifica con las circunstancias de tiempo modo y lugar que rodean un hecho real que 
trasciende al ámbito penal, delimitando la contienda propia del juicio por lo que resulta 
improcedente en la mayoría de los casos pedir condena o proferirla por una conducta 
punible distinta a la que fuera objeto de elevación de pliego de cargos, en todo caso, nunca 
por unos hechos diferentes (Orozco & Suarez, 2015, pág. 23). 

Este acto de parte, que caracteriza los sistemas acusatorios tiene un control formal y 

material según el sentir y deseo del legislador, quien en uso de su potestad de configuración 

legislativa puede incluir dentro de la normatividad respetiva el control aludido, en la Ley 906 de 

2004 el control formal y en la Ley 1407 de 2010, modificada por la Ley 1765 de 2015 un control 

material. 

En ese contexto, el control formal es aquel que le corresponde al juez de conocimiento 

cuando verifica el contenido y ritualidad del escrito y acto de acusación, verificando que el mismo 

se adecue de manera concreta a los presupuestos normativos incluidos en la normatividad 

pertinente, parte de la idea según la cual la acusación es un acto de parte y por ello, cualquier 

intromisión injustificada de la juez contraría y desnaturaliza el sistema procesal. (Bernal & 

Montealegre, 2013). 

Se incluye el término injustificada, porque el juez no es un convidado de piedra, como 

director de la actuación le asiste la responsabilidad de verificar algunos aspectos que saltan desde 

la obviedad, por ejemplo, factores de prescripción, ausencia de tipicidad, lesividad y otros temas 

ligados al respecto de garantías fundamentales, en especial, cuando de la actuación surja de 

manera evidente y grosera su total quebrantamiento (sandoval & Del Villar, 2013), en esos casos 

el control material surge como una excepción a la regla, una función extraordinaria que justifica la 

intervención del juez de conocimiento como director y garante de la audiencia. 

Esa función y garantía la asume en la jurisdicción ordinaria el Juez de Conocimiento en 

cumplimiento como ya se indicó del artículo 339 de la Ley 906 de 2004, control que se denomina 

material en la medida que incluye una valoración adicional frente a la actuación de la fiscalía y el 

contenido mismo de la audiencia, una especial valoración frente a la observancia del respecto de 

las garantías mínimas cuya titularidad recae en esencia en el procesado, que goza hasta ese 

estadio procesal de presunción de inocencia y de todos los derechos vigentes en la Constitución 
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Política e instrumentos internacionales que hacen parte del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos. 

En palabras de Urbano (2013): 

[…] de manera excepcional podría reputarse legítima una intervención judicial para solicitar 
aclaración, adición o corrección del escrito de acusación en aquellos casos en que el juez se 
encuentre ante una acusación manifiestamente incoherente, que no suministre 
fundamentos suficientes para determinar aspectos como la competencia para el 
juzgamiento, la cuantía del delito, la prescripción o la caducidad de la acción penal; pero a 
condición que no interfiera en la determinación de los hechos jurídicamente relevantes por 
los que la Fiscalía formula la acusación (Urbano, 2013, pág. 236). 

  Concepto que delimita la importancia de la intervención excepcional del juez de 

conocimiento, como un límite al poder del Estado en cabeza de la fiscalía, función que en el 

sistema acusatorio por implementar en la justicia penal militar deberá ser asumido por el juez de 

control de garantías, lo cual además de limitar la contaminación y el prejuzgamiento, implica una 

verificación más profunda de la actividad del fiscal, alcances que aún no pueden ser medidos en 

atención a que hasta ahora no se ha surtido la primera audiencia, no obstante pueden predecirse 

a través de las decisiones de los órganos colegiados que se han surtido con ocasión de la Ley 906 

de 2004, precedente vertical compilado a continuación cuyos alcances deberán ser observados por 

la Justicia Penal Militar y Policial. 

2.1. Análisis jurisprudencial del control material y formal de la acusación en las decisiones de 

los órganos colegiados. 

A partir del nacimiento en la vida jurídica colombiana de la Ley 906 de 2004, y con ella la 

implementación del sistema penal con tendencia acusatoria, la Corte Constitucional y la Corte 

Suprema de Justicia han generado precedentes que han contribuido a solucionar los problemas 

jurídicos ventilados en el que acer judicial,  decisiones que son de obligatorio cumplimiento y 

observancia por parte de los jueces, fiscales y demás intervinientes en los procesos judiciales, 

interpretación fundamental como se verá a continuación, que dinamiza la actividad en las 

audiencias destinadas a judicializar a los presuntos autores y participes de las conductas punibles.   

2.1.1. En la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

Lo primero en señalar es el alcance que la Corte Constitucional le ha dado a la audiencia de 

acusación indicando que la “acusación marca el final de la etapa de investigación y da inicio a una 

etapa de transición entre aquella y el juicio oral” (Corte Constitucional. Sent. C1194, 2005), en el 
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mismo sentido ha señalado que los fines primordiales de esta fase son “la delimitación de los 

temas que serán debatidos en el juicio oral y la fijación de los elementos de convicción que podrán 

practicarse como pruebas en el juicio. El objetivo general de la misma es depurar el debate que 

será llevado a instancias del juez de conocimiento en el juicio, de manera que allí sólo se discuta lo 

relativo a la responsabilidad penal del imputado” (Corte Constitucional. Sent. C1194, 2005). 

Lo anterior implica, que la actividad del fiscal marca el camino que debe seguir el juicio, 

partiendo del escrito de acusación y de la adecuación jurídica y fáctica en una conducta punible 

cuyo eje central deberá ser respetado en cumplimiento del principio de congruencia, escrito de 

acusación que ha sido definido como “el instrumento procesal remitido por el fiscal al juez 

competente mediante el cual la Fiscalía presenta formalmente acusación contra un individuo al 

que se considera le cabe responsabilidad penal por la autoría o participación en la comisión de un 

hecho ilícito” (Corte Constitucional. Sent. C1194, 2005). 

Escrito de acusación que debe contener los siguientes elementos: 

(…) 1) la individualización concreta de quiénes son acusados, incluyendo su nombre, los 
datos que sirvan para identificarlo y el domicilio de citaciones; 2) una relación clara y sucinta 
de los hechos jurídicamente relevantes, en un lenguaje comprensible; 3) el nombre y lugar 
de citación del abogado de confianza o, en su defecto, del que le designe el Sistema 
Nacional de Defensoría Pública; 4) la relación de los bienes y recursos afectados con fines de 
comiso, y 5) el descubrimiento de las pruebas. Para este efecto se presentará documento 
anexo que deberá contener: a) Los hechos que no requieren prueba; b) La trascripción de 
las pruebas anticipadas que se quieran aducir al juicio, siempre y cuando su práctica no 
pueda repetirse en el mismo; c) el nombre, dirección y datos personales de los testigos o 
peritos cuya declaración se solicite en el juicio; d) los documentos, objetos u otros 
elementos que quieran aducirse, junto con los respectivos testigos de acreditación; e) el 
señalamiento de los testigos o peritos de descargo indicando su nombre, dirección y datos 
personales; f) los demás elementos favorables al acusado en poder de la Fiscalía y g) las 
declaraciones o deposiciones (Corte Constitucional. Sent. C1194, 2005). 

Elementos que son verificados por parte del juez de conocimiento, quien en ejercicio de su 

función debe realizar un control formal a lo presentado por el fiscal y un control excepcional 

material en verificación del respecto por las garantías mínimas para el proceso y demás 

intervinientes, en ese contexto ha señalado: 

El control del juez se extiende a la verificación de que no se transgredan principios 
constitucionales y derechos fundamentales, dado que la misma Ley 906 de 2004 dejó en 
claro que debían respetar las garantías fundamentales, entendidas como el principio de 
legalidad y demás principios constitucionales; los derechos fundamentales de las partes 
intervinientes; y los fines del artículo 339 del estatuto procesal penal. Este deber del juez de 
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verificar el cumplimiento de los requisitos legales por parte del fiscal encuentra respaldo, 
incluso, en la primera postura que, pese a rechazar cualquier posibilidad de control 
material, sostiene que “al juez si (sic) le corresponde, en desarrollo de los actos propios de 
dirección de la audiencia, constatar que las actuaciones de la Fiscalía cumplen los requisitos 
establecidos en la ley (Corte Constitucional. Sent. SU479, 2019). 

Partiendo de esa premisa, el juez de conocimiento inicia la segunda etapa del proceso 

denominada juzgamiento, juez “quien es el director del juicio. En esta oportunidad, los elementos 

materiales probatorios y la evidencia física recaudada y sujeta a la contradicción de los sujetos 

procesales se convierte en prueba para servir de fundamento a la decisión que resuelve la 

responsabilidad penal del acusado que debe adoptar el juez competente. La fase de juzgamiento 

es la etapa diseñada para la confrontación probatoria y para que todos los interesados en las 

resultas del proceso puedan participar a cabalidad en el debate” (Corte Constitucional. Sent. C118, 

2008). 

Garantía que se extiende desde la acusación y que permite que el juez de conocimiento 

haga una verificación objetiva de lo presentado y por debatir, un filtro necesario para garantizar la 

idoneidad de la actuación del fiscal y que permite garantizar los derechos de los intervinientes en 

la causa penal y la posibilidad de llevar justicia material a la sociedad quien necesita una respuesta 

adecuada y oportuna frente al bien jurídico lesionado con la conducta punible. 

2.1.2. En la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 

El camino recorrido de esta temática no ha sido pacifico, por cuanto han existido a través 

de la historia diversas posturas muchas de las cuales se contraponen, tendencias acusatorias que 

excluyen la posibilidad de un control material efectivo, otras que lo permiten y motivan y 

finalmente la tendencia mayoritaria según la cual dicho control material es excepcional. 

En ese contexto, la Corte Suprema en su Sala Penal ha señalado que la acusación es un 

acto integrado por el escrito respectivo y la formulación oral de los cargos, ha sido entendido por 

la Sala como “un ejercicio de imputación fáctico-jurídica, donde el Estado fija los contornos de la 

pretensión punitiva y delimita los referentes en torno de los cuales se adelantará la discusión 

sobre la responsabilidad penal del procesado” (Corte Suprema de Justicia. Casación Penal 45819, 

2016). 
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Desde dicho concepto, se limita la actuación en cabeza del fiscal como titular de la acción 

penal, inhibiendo del control material al juez bajo el entendido que ese acto le atañe 

exclusivamente al fiscal, desde ese punto de vista se han marcado tres tendencias: 

(i) la que niega cualquier posibilidad de control material de la acusación y de los acuerdos, 
(ii) la que permite un control material más o menos amplio con injerencia en temas como 
tipicidad, legalidad y el debido proceso, y (iii) la que acepta un control material restringido o 
excepcional, limitado solo a situaciones manifiestas de violación de garantías fundamentales 
(Corte Suprema de Justicia. Casación 45594, 2016) 

La primera tendencia, la que niega la posibilidad de control material, puede advertirse en 

el auto de definición de competencia 29994 de 2008 en la que se indicó que la “confección del 

escrito de acusación es un acto de parte, de la Fiscalía General de la Nación, que, como se ve, está 

reglado, entre otros, por los artículos 336 y 337 de la Ley 906 de 2004, acto que, por su naturaleza, 

aunque reglado, no tiene control judicial, tal como sucede en otros procesos adversariales” (Corte 

Suprema de Justicia. Casacion Penal Auto 29994, 2008). 

Posición radical que se hace patente desde la perspectiva del precedente vertical 

indicando de manera tajante que: 

Permitir que el juez intervenga en la definición del nomen iuris de la acusación, sería 
autorizar que el juez no solo interfiera en el ejercicio de la acción penal que como sujeto 
soberano ostenta la Fiscalía General de la Nación, lo cual desdibujaría en manera grave la 
imparcialidad del juez; sino que además equivaldría a señalar que el juez dirige la actividad 
de la fiscalía porque le marca el derrotero que debe seguir en el juicio; lo cual daría al traste 
con la principal característica del principio acusatorio propio de la reforma que nuestro país 
ha querido implementar, como es la diferenciación de funciones entre la fiscalía (función 
requirente), y el juez (función jurisdiccional), en el proceso penal (Corte Suprema de Justicia. 
Casacion Penal Auto 29994, 2008).  

Posición reiterada por la Corte Suprema en la decisión de Casación 38256 de 2012, en 

donde se manifestó: 

En la audiencia de formulación de acusación al juez y a las partes les está vedado cuestionar 
la adecuación típica realizada por la fiscalía en su escrito, pues, hacerlo, implicaría 
interferencia en el ejercicio de la acción penal y en la decisión de acusar que corresponde a 
ese ente, y a nadie más. Por lo demás, tal cuestionamiento implicaría un ejercicio de debate 
probatorio, que solamente puede hacerse en el juicio oral (Corte Suprema de Justicia. 
Casación 38256, 2012). 

Argumento que plantea como criterio especial de definición del problema jurídico al juez 

imparcial, el cual en el sentir de la corporación le está vedado pronunciarse preliminarmente sobre 

algún aspecto de la acusación diferente a su función formal, porque dicha elucubración implicaría 
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prejuzgamiento y perdida de la independencia que debe caracterizar el proceso de tendencia 

acusatoria, con la subsecuente afectación de la decisión que estaría viciada por el 

pronunciamiento previo del juez en la etapa de acusación. 

La segunda tendencia, propende por un control material más o menos amplio de la 

acusación, implica el reconocimiento especial de la posibilidad de valoración por parte del juez de 

algunos aspectos fundamentales dentro del esquema procesal, tipicidad, legalidad y debido 

proceso (Corte Suprema de Justicia. Casación 27759, 2007), en relación con este aspecto la Corte 

Suprema de Justicia Sala Penal señaló: 

(…) la Corte Constitucional declaró exequible la facultad del fiscal de IMPUTAR la (s) 
conducta (s) en el preacuerdo al que se refiere el artículo 350 de la Ley 906, siempre y 
cuando se adelante esa labor de manera consecuente con los principios de legalidad penal, 
tipicidad plena o taxatividad, pues en últimas “a los hechos invocados en su alegación 
conclusiva no les puede dar sino la calificación jurídica que corresponda conforme a la ley 
penal preexistente (Corte Suprema de Justicia. Casación 27759, 2007). 

Planteamiento reiterado en la decisión que analizó el control material de la acusación por 

parte del juez de conocimiento al señalar: 

Ese control judicial del allanamiento o del acuerdo no se cumple con la simple revisión 
formal. No basta con constatar la libertad y voluntad a través del simple interrogatorio al 
procesado, la labor del juez como garante y protector de los derechos humanos debe ir más 
allá verificando que las garantías fundamentales se hayan preservado, dentro de las cuales, 
obviamente, se encuentran, entre otras, la legalidad, estricta tipicidad y debido proceso 
(Corte Suprema de Justicia. Casación 31280, 2009). 

Esta valoración de la Corte Suprema va ligada a la posibilidad material de ejercitar una 

labor más amplia en defensa de los intereses fundamentales de los intervinientes en la actuación 

penal, no solo del procesado quien es el eje central de la acusación sino incluso de las víctimas, en 

la medida que la adecuación jurídica podría afectar de manera grave las expectativas de verdad 

justicia y reparación, una especie de revictimización estatal. 

La tercera tendencia, “acepta un control material restringido de la acusación y los 

acuerdos, se sustenta en una interpretación sistemática de los artículos 350 inciso segundo 

numeral segundo, 351 inciso cuarto, 443 inciso primero y 448 del estatuto procesal penal, frente a 

los contenidos y alcances de los fallos de Constitucionalidad 1260 de 2005 y C-059 de 2010, y los 

principios que rigen el sistema acusatorio” (Corte Suprema de Justicia. Casación Sala Penal 45594, 

2016). 
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Desde esa perspectiva, se acepta por regla general la imposibilidad del control material de 

la acusación por parte del juez de conocimiento, y se acepta a modo de única excepción, que “al 

juez, bien oficiosamente, bien a solicitud de parte, le es permitido adentrarse en el estudio de 

aspectos sustanciales, materiales, de la acusación, que incluyen la tipificación del 

comportamiento, cuando se trata de violaciones a derechos fundamentales” (Corte Suprema de 

Justicia. Casación 39892, 2013). 

Posición reiterada en la corporación en la decisión del 2014, radicado SP9853, donde al 

desatar el recurso de casación señaló: 

(…) se debe concluir que por regla general el juez no puede hacer control material a la 
acusación del fiscal en los procesos tramitados al amparo de la Ley 906 de 2004, pero, 
excepcionalmente debe hacerlo frente a actuaciones que de manera grosera y arbitraria 
comprometan las garantías fundamentales de las partes o intervinientes (Corte Suprema de 
Justicia. Casación 40871, 2014). 

 
Garantías fundamentales que se pueden afectar cuando no se adecua de manera correcta 

el tipo penal, se incluye material probatorio viciado de nulidad, se afectan derechos de terceros, el 

contenido factico nada tiene que ver con la valoración jurídica, se advierte la presencia de figuras 

como la prescripción, cosa juzgada, o vulneración al juez natural cuando se advierte que la 

competencia para conocer del asunto le asiste a otra jurisdicción como la penal militar, indígena o 

jurisdicción especial para la paz y el asunto está a la espera de ser dirimido por el tribunal 

competente para el caso la sala disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura o Corte 

Constitucional según el caso. 

2.2. Audiencia de formulación de acusación y su control una mirada desde la preceptiva del 

derecho comparado 

Después de tener claridad sobre el control que gobierna la acusación en la realidad 

procesal colombiana, es importante realizar una mirada desde la perspectiva comparada de esta 

institución en algunos países de la región, en especial porque su desarrollo podría ser la tendencia 

que se puede manejar en la justicia penal militar donde todo frente a esta temática esta por decir, 

en especial, por nuestra tendencia y tradición judicial orientada a copiar de otros sistemas 

instituciones que después adaptamos y morigeramos (Rincón & Torres, 2013). 
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Partiendo de lo anterior a continuación, se hace una revisión del tratamiento de esta 

figura en Perú, Chile y Costa Rica, un aporte que puede permitir construir una tesis ente torno a 

cómo será el manejo en la Justicia Penal Militar y Policial, su desarrollo e implicaciones. 

2.2.1. Formulación de acusación y su control en el Perú 

En el Perú, se presenta una reforma normativa que incluye en el sistema de enjuiciamiento 

criminal el procedimiento acusatorio, modificación que se materializó en el Decreto Legislativo Nº 

957 de 2004, procedimiento que según Neira (2010) tiene tres etapas: 

(…) i) investigación preparatoria, cuya función principal es asegurar los elementos 
probatorios que permitan demostrar la comprobación del hecho presuntamente ilícito y la 
identificación de quienes hayan participado en la comisión del mismo; ii) fase intermedia, 
por medio de la cual se critica, analiza y controla el resultado de la investigación y se realiza 
el control de la acusación o del sobreseimiento y iii) fase de juicio oral, en la que se discute, 
bajo el esplendor de todos los principios que rigen el sistema acusatorio, la existencia del 
delito y la responsabilidad penal del acusado (Neyra, 2010, pág. 129). 

Este sistema procesal el juez está separado de las partes, lo que lo hace un funcionario 

independiente de la investigación y acusación, basado en el principio de inmediación donde la 

acusación se presenta ante el Juez de Investigación Preparatoria quien de acuerdo con lo señalado 

por el Poder Judicial de Perú: 

(…) tramita y resuelve los pedidos formulados por los sujetos procesales, a la vez que se 
constituye en un Juez garante de los derechos del imputado a través de la audiencia de 
tutela. También garantiza los derechos de la víctima durante las diligencias preliminares y la 
investigación preparatoria, autorizando la constitución de las partes y controlando el 
cumplimiento de los plazos de las diligencias preliminares y de la investigación preparatoria. 
Asimismo, está a cargo de la etapa intermedia, que se caracteriza fundamentalmente 
porque el Juez realiza un control del requerimiento de acusación fiscal o de sobreseimiento 
de la causa (Poder Judicial del Perú, 2020).  

Es decir, la audiencia de acusación se realiza ante el juez de control de garantías, incluso la 

audiencia preparatoria, y ejerce un control formal con sujeción a la misma regla aplicada en la 

realidad colombiana actual donde se plantea un control material excepcional, esa premisa surge 

de lo señalado por la Corte Suprema del Perú Queja Nº 1678, de abril 13 de 2007 que en su 

jurisprudencia ha señalado: 

(…) el principio acusatorio constituye una de las garantías esenciales del proceso penal que 
delimita aspectos como la distribución de roles y los supuestos bajo los cuales se 
desarrollarán las actuaciones penales. Por eso, la función de acusación es privativa del 
Ministerio Público, motivo por el cual le está prohibido al órgano judicial ordenar al fiscal 
que acuse –nemo iudex sine acusatore–. 
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Reconoce prima facie que la acusación es un acto independiente del fiscal y por ello no 

puede ser objeto de control, no obstante, como lo señala Espinosa (2009), acudiendo a una 

“ponderación de otros derechos fundamentales, se obtenga la nulidad del procedimiento en 

aquellas hipótesis en que la decisión del Ministerio Público incurra en notorias incoherencias, 

contradicciones o defectos de contenido que amerita nuevo pronunciamiento fiscal y en su caso la 

ampliación de la propia instrucción” (Espinoza, 2009).  

2.2.2. Formulación de acusación y su control en Chile  

Como sucede en el Perú, la audiencia de acusación en Chile se presenta ante un Juez de 

Garantía, este procedimiento se regula de conformidad con lo establecido en el artículo 259 de la 

Ley 19696 del 12 de octubre de 2000, en la Fiscalía de ese país se ha definido esta audiencia como 

la: 

Presentación que efectúa el fiscal ante el juez de garantía, en la cual hace una relación de 
los hechos que se atribuyen al imputado, así como su calificación jurídica, señala los medios 
de prueba de que se valdrá en juicio para acreditar los hechos y la participación, y solicita la 
pena que estima debe aplicar el tribunal. Una vez presentada la acusación, el juez de 
garantía ordena su notificación a todos los intervinientes y cita a la audiencia de preparación 
de juicio oral (Fiscalía de Chile, 2020).  

Respecto al control de esta audiencia, según Juárez (2014), el control de la acusación “se 

encuentra basada en el procedimiento penal alemán: un control formal y no sobre su mérito que 

sólo abarca la corrección de los vicios formales de que ella pudiera adolecer y, la invocación de 

excepciones previas y de especial pronunciamiento” (Juarez A. , 2014), adicionalmente, es 

importante señalar que en relación con las facultades de control de la acusación, el juez de 

garantías sólo puede realizar una revisión respecto de cuestiones formales y no sustantivas (Vera, 

2017, pág. 160). 

Este aspecto es resaltado por Vera (2017) al señalar: 

Las razones de proponer esta forma limitada de control de la acusación, que se aleja de la 
mayoría de los modelos extranjeros, dicen relación con, por una parte, evitar la anticipación 
del juicio admitiendo prueba sobre el fondo del debate, y con cautelar la independencia 
judicial, por la otra, reafirmando el principio de que la promoción de la persecución penal 
corresponde a los fiscales y no a los jueces. La entrega a los jueces de amplias facultades 
para rechazar la acusación por insuficiencia de pruebas u otros motivos similares con fines 
de garantía para el acusado importaría una aprobación de aquellas acusaciones que pasen la 
etapa del juicio, produciéndose con ello una intromisión judicial en la función acusatoria 
(Vera, 2017, pág. 160).  
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Argumento que tiene su origen en la separación de funciones en esta etapa intermedia, 

donde la audiencia es de control del fiscal de la causa, en esencia porque la limitación de los 

factores propios de la audiencia da lugar al sobreseimiento y a sanciones drásticas para los fiscales 

si no subsanaren los yerros detectados por el Juez de Garantías (Tavolari, 2004), en ese contexto 

pese a existir una clara separación de etapas frente a la imparcialidad, el juez de garantías en chile 

tiene vedado efectuar control material, este le corresponde el tribunal de juzgamiento en la etapa 

de juicio oral, se privilegia la independencia del fiscal frente a otros factores como el aplicable en 

la legislación colombiana frente a lo señalado por la jurisprudencia de la Corte Suprema en torno a 

la excepcionalidad.      

2.2.3. Formulación de acusación y su control en Costa Rica 

El proceso penal en Costa Rica tiene su origen en la reforma normativa de 1998 que 

incluye el sistema procesal penal acusatorio el cual se divide en tres etapas: “una intermedia 

(donde se da el examen de la acusación) y la etapa de debate (juicio oral y público). Cada una de 

estas deben ser regidas por la oralidad, para poder referirse a un sistema propiamente acusatorio” 

(Madrigal, 2006). 

La acusación es un acto de parte y su actuación se encuentra en cabeza de la fiscalía o 

ministerio público en la etapa intermedia, y se desarrolla ante el Tribunal de Procedimiento 

Intermedio, un órgano distinto del que se encarga del juzgamiento cuya función se enmarca en los 

artículos 316 y siguientes del Código Procesal Penal N° 7594 de 1998. 

Como ocurre con las demás legislaciones analizadas, al juez le está vedado corregir de 

oficio la acusación, así lo destaca la a Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia como el Tribunal 

de Casación Penal quien al analizar el recurso de casación interpuesto por el licenciado Víctor 

Rafael Herrera Flores, representante de la querellante y actora civil Ruleta, S.A. en su resolución 

número 331, de 28 de abril de 2006, señaló: 

(…) por responder la legislación procesal penal vigente al paradigma acusatorio, le está 
vedado corregir de oficio la acusación para arribar a una condenatoria distinta, en 
detrimento de los derechos del justiciable y vulnerando los principios y doctrina que 
informan el debido proceso penal. Efectivamente, no le corresponde suplir las deficiencias 
que se presenten en la pieza acusatoria y menos en la fase de juicio, pues a quien le 
corresponde definir el marco fáctico y el objeto del proceso es al promotor de la acción 
penal y toda intervención de los Juzgadores en tal actuación, además de comprometer la 
correlación entre acusación y sentencia, vulnera el principio de imparcialidad del juez. 
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Este criterio parte de la base que, en Costa Rica, si el Ministerio Público considera que su 

investigación proporciona fundamento suficiente para someter al procesado a un juicio, “debe 

presentar la acusación ante el Tribunal del Procedimiento Intermedio, el cual, a su vez, la 

notificará a las partes, quienes tendrán a su disposición las actuaciones y las evidencias reunidas 

durante la investigación, para que puedan examinarlas” (Tejedor & Aguilera, 2015, pág. 84). 

Desde esa perspectiva, el sistema acusatorio implementado en Costa Rica logra la 

separación de las etapas en funcionarios distintos, lo cual contribuye al principio de independencia 

e inmediatez, pero limita el control a la acusación a aspectos enunciado en la normatividad, la 

función de verificación del contenido por ser un acto estricto de parte le asiste solamente a la 

fiscalía, en especial por que en su legislación de conformidad con el artículo 317 de la Ley procesal 

de 1998 privilegia el principio de imparcialidad del juez como eje central del sistema de 

enjuiciamiento criminal. 

Después de verificar el contenido y alcance de la acusación en Colombia, y los demás 

países verificados, es claro que el acto de acusación constituye un elemento indispensable en el 

sistema procesal, el cual está en cabeza de la fiscalía, la separación de etapas e independencia de 

funcionarios que conocen de esta audiencia respecto de los que juzgan es la constante en las 

legislaciones verificadas, diseño que como se verá a continuación, fue el acogido por la justicia 

penal militar, lo cual no garantiza per se el control material, pero si permite garantizar el principio 

de imparcialidad como eje central del sistema de tendencia acusatoria. 

 

3. EL CONTROL MATERIAL DE ACUSACIÓN EN LA JUSTICIA PENAL MILITAR  

La justicia penal militar y policial es un sistema de enjuiciamiento criminal tan antiguo 

como lo es la justicia ordinaría (Valencia, 2002), cuenta con un marco normativo propio que se 

sustenta en el respeto por el principio de especialidad, según el cual, los delitos cometidos por los 

miembros de la fuerza pública en servicio activo que tengan relación con el servicio serán 

conocidos por tribunales militares (Dulce, 2018). 

En desarrollo de este principio (especialidad), en la actualidad la administración de justicia 

penal militar y policial cuenta con cuatro normas de carácter penal y procesal para desarrollar su 

actividad judicial, adicionalmente, confluyen dos normas de carácter laboral y administrativo que 
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inciden en los cargos, perfiles y régimen de carrera de los funcionarios del Ministerio de Defensa al 

servicio de esta jurisdicción especializada. 

Las normas de carácter penal y procesal son: la Ley 522 de 1999, Ley 1058 de 2006, Ley 

1407 de 2010 y la Ley 1765 de 2015, cada una de ellas con un componente especial que permite el 

funcionamiento y afecta sustancialmente la forma como se desarrolla la actuación penal desde la 

denuncia hasta la sentencia condenatoria o absolutoria según el caso. 

En torno a la Ley 522 de 1999, aunque fue derogada por la Ley 1407 de 2010, su aplicación 

aún continúa vigente y se utiliza para adelantar el procedimiento con esta norma es que en la 

actualidad se administra justicia (Dulce, 2018), sus principales características son: 

Proceso es escrito 

Reservado a las partes, solamente la corte marcial o etapa de juzgamiento es pública. 

Intervienen tres funcionarios judiciales según la etapa: Juez de Instrucción Penal Militar, Fiscal 

Penal Militar y Juez de Instancia. 

Se divide en tres etapas el procedimiento: Instrucción a cargo del Juez de Instrucción, 

calificación a cargo del Fiscal Penal Militar, Corte Marcial o juicio a cargo del Juez de Instancia.  

Cuadro No 2. (Arciniegas, 2020) 

Ley 1058 de 2006, fue una norma creada para descongestionar el sistema penal y su 

aplicación está ligada a la Ley 522 de 1999, se implementa un sistema abreviado para investigar y 

juzgar solamente los siguientes delitos: desobediencia, abandono del puesto, abandono del 

servicio, abandono del servicio de soldados voluntarios o profesionales, deserción, del centinela, 

violación de habitación ajena, ataque al centinela, peculado por demora en entrega de armas, 

municiones y explosivos, abuso de autoridad especial, lesiones personales cuya incapacidad no 

supere los treinta (30) días sin secuelas, hurto simple cuya cuantía no exceda de diez (10) salarios 

mínimos mensuales legales, hurto de uso, daño en bien ajeno, abuso de confianza (Art. 578 Ley 

522 de 1999), los demás delitos se investigan por el procedimiento ordinario que está vigente 

como ya se indicó en la Ley 522 de 1999. 

Ley 1407 de 2010, esta norma se está aplicando en la parte sustantiva, es decir, los 

principios rectores, los dispositivos amplificadores del tipo y frente a los delitos y las sanciones que 

a través de esta Ley se incrementaron en todas las conductas típicamente militares y policiales. 

Sus principales características son: 
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Proceso oral 

Proceso público a través de audiencias 

Es una copia idéntica de la Ley 906 de 2004 norma con la cual se administra justicia en la 

jurisdicción ordinaria. 

Tiene tres etapas, indagación, investigación y juicio 

Desaparece el juez de instrucción penal militar y el fiscal militar cambia de función, además 

aparecen otros funcionarios que en la actualidad no existen en la justicia penal militar, tales 

como juez de control de garantías, juez de ejecución de penas. 

Cuadro No 3. (Arciniegas, 2020) 

Esta norma, no ha sido posible su implementación en la etapa procesal por cuanto quedo 

sujeta a la construcción de otra ley ordinaria para garantizar la creación de cargos e instituciones 

ajenas a la realidad actual de la justicia penal militar, las cuales se incluyeron como se verá a 

continuación en la Ley 1765 de 2015 norma donde se incluye el control material de la acusación en 

cabeza del juez penal miliar con función de control de garantías. 

Ley 1765 de 2015, Esta norma surge en el marco de la reforma del artículo 221 

constitucional, contiene varios aspectos de carácter administrativo, penal y procesal, los aspectos 

más destacados de esta norma son: 

La creación del cargo de Fiscal General Penal Militar. 

La creación de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar, entidad en a que se 

debe convertir al actual Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar. 

La creación de los requisitos para ocupar los cargos de jueces y fiscales al interior de la justicia 

penal militar tanto en la primera como segunda instancia. 

La modificación del régimen de carrera de los miembros de la fuerza pública al servicio de la 

justicia penal militar. 

La creación del cuerpo técnico de investigaciones de la justicia penal militar.  

Cuadro No 4. (Arciniegas, 2020) 

Esta norma está vigente, y su aplicación está ligada a la asignación de los recursos 

necesarios para implementar el sistema penal acusatorio, el cual según lo establecido en el 

Decreto 1575 de 2017 se implementará de la siguiente manera: 
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FASE I: Año 2020: BOGOTÁ D.C. 

FASE II: Año 2021: BOYACÁ, CALDAS, CAUCA, CUNDINAMARCA, HULA, NARIÑO, QUINDÍO, 

RISARALDA, TOLIMA Y VALLE DEL CAUCA 

FASE III: Año 2022: ANTIOQUIA, ATLÁNTICO, BOLÍVAR, SAN ANDRÉS Y PROVIDENCIA, CESAR, 

CHOCÓ, CÓRDOBA, GUAJIRA, MAGDALENA, NORTE DE SANTANDER, SANTANDER Y SUCRE. 

FASE IV: Año 2023: AMAZONAS, ARAUCA, CAQUETÁ, CASANARE GUAINÍA, GUAVIARE, META, 

PUTUMAYO, VAUPÉS Y VICHADA, 

Cuadro No 5. (Arciniegas, 2020) 

El anterior Decreto que no ha sido modificado como en años anteriores, lo cual se indica 

que el 2020 se deberá este año implementar el sistema penal oral acusatorio con las 

características ya señaladas, no obstante, el mismo no se ha podido desarrollar como lo señala el 

Director Ejecutivo de la Justicia Penal Militar y Policial (Alejandro Ramírez Londoño) por falta de la 

asignación presupuestal de los recursos necesarios para la creación de los nuevos cargos y de la 

infraestructura que implica esta forma de administrar justicia (El Tiempo, 2020). 

Implementación que espera cambiar sustancialmente la forma de administrar justicia y 

dentro de la cual se incluyó el control material de la acusación como premisa fundamental de la 

etapa intermedia del juicio oral, de conformidad con lo instituido en el artículo 482 de la Ley 1407 

de 2010, norma que en la parte final obliga a partir del contenido positivo, una valoración 

adicional por parte del juez de garantías en el siguiente tenor: 

(…) Abierta por el Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías la audiencia de 
acusación ordenará el traslado del escrito de acusación a las partes y concederá la palabra 
en su orden a la Fiscalía, al Ministerio Público y a la Defensa, para que expresen oralmente 
las causales de nulidad si las hubiere y efectúen las observaciones sobre el escrito de 
acusación, tanto de orden formal como material (Art. 482 Ley 1407 de 2010) (Subrayado y 
negrilla por fuera de texto). 

Inclusión normativa que marca un hito esencial en la realidad jurídica nacional, donde 

como se ha podido evidenciar la jurisprudencia solo permite el control material de manera 

excepcional (Corte Suprema de Justicia. Casación 38256, 2012), no obstante, en la justicia penal 

militar y policial cuando el legislador señala que las partes pueden expresar oralmente las 

observaciones del orden formal o material, conlleva una valoración profunda del contenido de la 

acusación e implica un pronunciamiento jurisdiccional de fondo por parte del juez de control de 

garantías. 
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En ese sentido, cuando se requiera hacer alguna observación de carácter formal en 

relación con el escrito de acusación, se debe tener claro cuáles son sus requisitos, dentro de los 

cuales se destaca la “relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, en un 

lenguaje comprensible” (Art. 480 -2 Ley 107 de 2010), relevancia jurídica del hecho que “debe 

analizarse a partir del modelo de conducta descrito por el legislador en los distintos tipos penales, 

sin perjuicio del análisis que debe hacerse de la antijuridicidad y la culpabilidad” (Corte Suprema 

de Justicia. Casación 44599, 2017). 

Situación relevante como la analizada por la Corte Suprema cuando al verificar un caso en 

estudio de nulidad señala: 

En la práctica, no es extraño que en las acusaciones no se relacionen las circunstancias de 
tiempo y lugar u otros aspectos relevantes para el análisis de la responsabilidad penal. 
Incluso, sucede que no se indique cuál es la conducta que se le atribuye al procesado, tal y 
como ocurrió en el presente caso, y en los eventos de pluralidad de sujetos activos no se 
precise la base fáctica de la responsabilidad de cada uno de ellos (Corte Suprema de Justicia. 
Casación 44599, 2017).  
 

A ese tipo de yerros es a lo que las partes deben hacer un control como lo dispone la 

norma en la justicia penal militar, es especial porque “son presupuestos de la proporcionalidad y 

razonabilidad del ejercicio de la acción penal, que se verían seriamente comprometidos si al 

ciudadano se le imponen las cargas inherentes a dichas sindicaciones sin que primero se verifique 

que los hechos investigados encajan en la descripción normativa y que encuentran suficiente 

demostración en las evidencias y demás información recopilada hasta ese momento” (Corte 

Suprema de Justicia. Casación 44599, 2017). 

Los demás aspectos del escrito cuyo control se impone en la reforma legal de la justicia 

penal militar y policial, representa figuras eminentemente formales de fácil subsanación, 

dirección, datos generales de las partes, la correcta individualización que implica la verificación a 

partir de rasgos físicos de quien es sometido a juicio, que lo hace único y próximo desde la 

perspectiva pericial y formal a la comisión de la conducta punible, en palabras de Redeno (2016): 

La individualización es una situación jurídica por la que se determina físicamente, con 
exclusión de cualquier otro, al sujeto que puede ocupar el lugar de imputado, de tal manera 
que dicha individualización es un presupuesto para la existencia del imputado (Redeno, 
2016, pág. 407).    
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Adicionalmente la identificación, entendida como “el conjunto de actos, de entre los que 

destaca la inclusión en el sumario de su certificación de nacimiento, tendentes a obtener la 

designación nominal de un imputado, previamente determinado” (Barja, 2004, pág. 307), permite 

verificar plenamente que la persona a la que se está acusando es efectivamente la que se presume 

con probabilidad de verdad, es la autora o participe de la conducta punible, aspecto sobre el cual 

también puede haber reproche y necesita el respectivo control del juez preliminar. 

Finalmente, el control del Juez Penal Militar con Función de Control de Garantías puede 

centrarse en el material probatorio que se pretende debatir en juicio oral, partiendo del 

descubrimiento completo de las evidencias y medios de conocimiento disponibles, derecho que es 

reforzado por la Corte Constitucional: 

La investigación adelantada por la Fiscalía se enfoca primordialmente a desmontar la 
presunción de inocencia que ampara al individuo objeto de investigación, lo que no significa 
que, de hallarse evidencia que resulte favorable a los intereses del mismo, ésta deba ser 
puesta a disposición de la defensa. En suma, mientras el sistema procesal penal derogado 
obliga al ente de investigación a recaudar pruebas favorables al procesado, el segundo lo 
obliga a ponerlas a disposición de la defensa en caso de encontrarlas, lo cual significa un 
evidente y sensible cambio en el énfasis de dicho compromiso. De igual manera, el nuevo 
sistema impone a la defensa una actitud diligente en la recolección de los elementos de 
convicción a su alcance, pues ante el decaimiento del deber de recolección de pruebas 
exculpatorias a cargo de la Fiscalía, fruto de la índole adversativa del proceso penal, la 
defensa está en el deber de recaudar por cuenta propia el material probatorio de descargo. 
El nuevo modelo supera de este modo la presencia pasiva del procesado penal, 
comprometiéndolo con la investigación de lo que le resulte favorable (Corte Constitucional. 
Sent. C1194, 2005).   

Compromiso que le atañe a la fiscalía, cuando encuentre elementos de prueba favorables 

para el procesado los cuales deberá poner a disposición de la defensa, otro aspecto respecto del 

cual puede erigirse el control adicional que le legislador contemplo en la Ley 1765 de 2015. 

Medios de pruebas cuya obtención y autenticidad pueden además ser objeto de control por las 

partes y de reproche ante el juez pertinente, en especial, en el nuevo sistema de enjuiciamiento 

criminal donde el control es material, lo cual conlleva como ya se ha referido un análisis más 

profundo del contenido de la acusación y sus alcances, valoración que realizar un juez 

independiente al del juzgamiento lo que limita en parte prejuicios y contaminación, aspectos que 

la corte suprema ha destacado cuando señaló que el control en la justicia ordinaria debe ser por 

regla general formal y por vía de la excepción el material. 
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Precedentes que deberán ser observados por los jueces de garantía, en atención a que, la 

jurisdicción penal militar no es un compartimiento estanco, por ende debe ajustar sus decisiones a 

la concepción del Estado social y democrático de derecho, donde el derecho fundamental al 

debido proceso debe ser protegido por el Estado y con ello no puede ser ajena a principios y 

derroteros constitucionales, de allí que el proceso penal militar debe interpretarse dentro de la 

sistemática constitucional (Dulce, 2018). 

Todo lo anterior en el contexto de una posible implementación de su sistema de 

enjuiciamiento criminal acusatorio, orientado y dirigido para los miembros de la fuerza pública, 

una reforma necesaria para una jurisdicción especializada que patentiza el concepto de juez 

natural, herramienta de preservación de bienes jurídicos indispensables para la existencia de la 

fuerza militar y policial, organización jerarquizada que requiere los más altos estándares y para 

quien fue creada una novedosa institución (control material de la acusación) cuyos alcances e 

implicaciones están aún por vislumbrar, todo está por decir y analizar frente a esta temática, una 

vez empiecen a desarrollarse las audiencias respectivas en los nuevos escenarios propios del 

sistema procesal penal. 

 

CONCLUSIONES  

La justicia penal militar cuenta con un marco normativo propio que le ha permitido a 

través de la historia administrar justicia para el personal de la fuerza pública, tipos penales 

orientados a garantizar la existencia de la fuerza militar y policial y que permite la cohesión y 

subordinación del poder civil y a edificar el concepto de juez natural. 

Su historia y tradición ha estado ligada a la existencia misma de las fuerzas militares y 

desde 1958 de la policía nacional, como un modelo estamentario que propende por la 

preservación de bienes jurídicos únicos en la realidad nacional, como la disciplina y el servicio en 

donde descansa la existencia misma de la fuerza pública, partiendo del principio de especialidad 

que caracteriza la compleja labor de aquellos funcionarios que como ninguno en las distintas 

ramas del poder, están dispuestos a ofrendar la vida en defensa de las instituciones, por ello, 

cuentan con un marco normativo propio. 
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En desarrollo de dicho marco normativo, en la actualidad se espera la implementación del 

sistema penal acusatorio, una copia de la legislación ordinaria con algunas modificaciones 

puntuales, una de ellas, la inclusión del control material frente a la acusación en cabeza del juez 

penal militar y policial con función de control de garantías. Esta modificación, resulta concordante 

con lo que sucede en países como Chile, Perú y Costa Rica donde existe una fase intermedia del 

proceso penal y una marcada separación de funciones entre quien dirige y controla la audiencia de 

formulación de acusación y quien juzga, privilegiando la independencia e imparcialidad como eje 

central del sistema de enjuiciamiento criminal. 

Lo anterior, porque esa imparcialidad constituye un derecho humano, reconocido en la 

Convención Americana de los Derechos Humanos (art. 8), vinculante por vía del bloque de 

constitucionalidad, afianzado en el artículo 29 de la Constitución, una premisa mayor que permite 

que el sistema penal de tendencia acusatoria próximo a ser implementado en la jurisdicción 

especializada se ajuste al debido proceso, ideal jurídico propio de la modernidad y de los 

estándares internacionales de administración de justicia. 

Una nueva forma de adelantar el proceso penal acusatorio, alineado con lo que acontece 

en otras esferas judiciales, partiendo de la realidad contemporánea en la que en Colombia, hasta 

este momento dicha dirección está en cabeza del juez de conocimiento, mismo que emite la 

sentencia, ello lo inhibe de pronunciarse de fondo respecto de la acusación y su contenido, 

ejerciendo por regla general un control formal, en atención a que se ha considerado que esta 

actuación es un acto de parte, no obstante, también puede ejercer de manera excepcional el 

control material pero solo cuando se evidencia una flagrante violación de derecho y garantías. 

En la justicia militar esta posibilidad recae en los jueces de garantías, lo que desnaturaliza 

el argumento de la contaminación, esta propuesta novedosa pretende romper con el viejo dilema 

visible en la realidad judicial de los despachos de la jurisdicción ordinaria, en donde la constatación 

y el control a fondo del escrito ha sido relegado por ser considerado un acto de parte, reconocido 

de esta manera por la jurisprudencia ya ventilada de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema 

de Justicia, en especial porque ello implicaría sustituir la función del fiscal y una intervención 

arbitraria del juez de conocimiento en asuntos que pueden comprometer su posición imparcial al 

momento de emitir la decisión definitoria del proceso.     

Se muestra como un modelo mejor ajustado al Estado social de derecho, permite una 

participación activa de las partes en ejercicio de su derecho a la defensa y favorece un control 
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adicional para la actividad del fiscal, lo cual sin duda podría contribuir en mejorar su actuación y 

perfeccionar su labor, esto redunda en una mejor interacción en el sistema adversarial y 

contribuye a mejorar la expectativa de justicia para las víctimas y la sociedad que espera una 

respuesta pronta y oportuna frente a la vulneración de un bien jurídicamente tutelado.  

De esa manera, se efectiviza el control material al ius puniedi en cabeza de la fiscalía penal 

militar y policial, en especial frente a una comunidad militar que requiere de los más altos 

estándares de compromiso por el papel que asumen en la sociedad, de él, no puede ser ajena el 

sistema de administración de justicia penal castrense, el cual con esta nueva inclusión y 

modificación legislativa, se pone a la vanguardia de la jurisdicción ordinaria, esperemos los 

resultados, los cuales serán medibles una vez el sistema se implemente y la dinámica de las 

audiencias permitan evidenciar si esa modificación cumple con las expectativas ya señaladas y 

realza la institución antiquísima del fuero militar a través de una justicia pronta, eficiente y 

transparente.      
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